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Introducción


El Poder Judicial ha sido el menos estudiado de los tres poderes del estado, omisión más notoria todavía en las provincias.  Su historia se ha reducido a  los orígenes, a los cambios fundamentales ocurridos en material procesal, o a la biografía de algún miembro, de actuación relevante como jurista; cuanto más se ha hecho mención a algún conflicto ocurrido con los otros poderes del estado.
 


La justicia de la provincia de Santa Fe ha sido–desde 1900- una justicia que algunos llamarían “bicéfala”,
 pues tenía una conformación en dos grandes  circunscripicones: Rosario y Santa Fe, situación   que perduraría hasta la década de 1980.   Si la capital de la provincia era Santa Fe, desde 1850 en adelante, Rosario la había aventajado en su crecimiento económico y social, arrastrando en ese progreso a su vasto hinterland (todo el “sur”) que se contraponía al área de influencia de la propia ciudad de Santa Fe (el vasto “norte” que incluía tanto antiguas y fuertes colonias de extranjeros como selvas bravías).  


En la ciudad de  Rosario, que crece aceleradamente a partir de 1852 y alcanza su esplendor precisamente entre los años 1920-1940, la cuestión de la administración de la justicia motivó tempranas inquietudes. Urbe comercial por excelencia, contar con una buena administración de justicia era una prioridad impostergable. Si en 1892, se sucedieron manifestaciones que buscaban superar una “justicia cara, lenta e ineficaz”, con el tiempo se advertirá una mejora notable. Símbolo material de su importancia, el majestuoso edificio de tribunales –situado en diagonal con la Jefatura de Policía, constituirá un hito urbano y operará a suerte de centro cívico de una ciudad con ansias de capital.


En 1930, la organización de la justicia provincial se halla definitivamente consolidada. En la década larga  -que culmina en 1943-, se desenvuelve entre múltiples avatares políticos, que  implicaron sucesivos cambios de gobierno. La provincia fue intervenida después del golpe militar de 1930, hasta las elecciones de 1932, donde resultó elegido Luciano Molina como gobernador por el Partido Demócrata Progresista; otra intervención nacional lo desalojó en el  año 1935, sucediéndose luego gobiernos del radicalismo antipersonalista (que en la provincia era denominado impersonalismo), encabezado por Manuel de Yriondo (1936-1940) y Joaquín Argonz (1940-1943).   



A pesar de las particularidades de la época –que la hacen especialmente interesante para el análisis- no ha merecido mayores estudios. Sin embargo, es el camino inexcusable para estudiar el funcionamiento de uno de los poderes del estado, que desarrollará sus actividades por carriles similares –golpes militares nacionales, intervenciones federales, gobiernos de distinto signo político- durante el resto del siglo XX, al menos hasta 1983. Es fundamental estudiar la estructura judicial como organización estatal, y analizar las transformaciones que fue sufriendo. Hemos rescatado algunas historias personales –pocas, muy pocas- de quienes tuvieron la mayor responsabilidad en su funcionamiento –los magistrados judiciales-; hemos intentado recrear el funcionamiento de los tribunales y la participación que cupo a quienes  también trabajaban allí sin ser magistrados –funcionarios y empleados-. Por último, hemos buscado recrear la imagen de la justicia, en sus miembros, en los operadores del sistema –abogados y procuradores- y por último, desentrañar cual sería la existente en el conjunto de la población.


La labor de conocimiento del poder judicial no queda concluíia ni mucho menos; cuanto más hemos avanzado un paso para tratar de conocer a qué nos estamos refiriendo cuando hablamos de  poder judicial. Queda fuera de nuestro estudio el poder judicial como servicio de justicia, entendiendo por tal, las respuestas concretas que dio a los problema sociales contemporáneos, a través de los casos que llegaron a su conocimiento. 
 


1.- La estructura judicial 

 
La provincia de Santa Fe inicia el nuevo siglo con una constitución que sanciona precisamente en 1900, y que es reformada de manera parcial en 1907. Con posterioridad, una nueva convención, sanciona en 1921 –tras una larga y azarosa discusión- nuevas reformas; el largo trámite había excedido el plazo fijado a la Convención para su trabajo, razón por la cual el gobernador –fundándose en ese exceso- desconoció el resultado de la labor realizada, sin promulgar las reformas. Por ello, en 1930 continúa en plena vigencia aquella constitución de principios de siglo. 


La organización judicial prevista por la constitución de 1900, se componía de: 

· Superior Tribunal

· Cámaras de Apelaciones

· Jueces Letrados en lo Civil, Criminal y de Instrucción

· Jueces de Paz   


Al obtener el partido demócrata progresista la gobernación y la  mayoría en la legislatura provincial la democracia progresista, el 21 de abril de 1932, sanciona una ley declarando válida aquella constitución de 1921. Esta mantenía la estructura judicial anterior, con algunos cambios:
· Corte Suprema de Justicia

· Cámaras de Apelaciones

· Jueces Letrados 

· Jueces Letrados de Sección en lo Civil y Comercial y de Instrucción en localidades del interior (Rafaela, Vera, Casilda, San Urbano o Melincué)-


Las leyes orgánicas que en cada caso se establecieron –la ley  1015 de  1900 y la ley 2297 de 1933-, precisaron las formas en que iba a operar la administración de justicia.


El tribunal supremo –fuera Superior Tribunal o Corte Suprema de Justicia- tenía jurisdicción en toda la provincia; en la constitución de 1900/7, era Cámara de Apelaciones de la Primera Circunscripción; en la segunda Circunscripción (Rosario) había otra Cámara de Apelaciones; en ambos casos se dividían en salas. La primera instancia era ejercida por los Jueces letrados en lo Civil, Criminal y de Instrucción. 


Además de los magistrados a cargo de los tribunales –en forma personal  o colegiada-, se crearon las fiscalías del Superior Tribunal y de las Cámaras de Apelaciones, el Fiscal de Gobierno y Tierras Públicas, los Agentes Fiscales y  los Defensores de Pobres e Incapaces,  


2.- Los hombres de la justicia


a) Los jueces


El pilar fundamental de la administración de justicia son los jueces: son propiamente los que dicen el derecho, y de quienes se espera hagan justicia. Usualmente se ha dado importancia meramente al resultado de su labor, pero en una tarea fundamentalmente intelectual, resultan de importancia su formación académica previa, la que tuvieron durante su desempeño en la función, si cambiaron su pensamiento y por qué motivos. No es menos importante analizar su ingreso a la justicia, y su permanencia, pues ellas nos darán pautas concretas sobre temas de importancia vital –designación e inamovilidad- para el funcionamiento del poder judicial, los cuales tienen directa influencia en la independencia del poder judicial. 


a´) Algunas historias significativas

Solo hemos podido reconstruir –y aún así parcialmente- un porcentaje mínimo de la historias de vida de los magistrados y funcionarios que se desempeñaron durante esos años.

· José Laureano Araya: nació en Rosario en 1909; se graduó en 1933 de abogado en la Universidad de Buenos Aires, donde ejerció un tiempo la profesión de abogado, desempeñándose también en forma ad honorem en el Consejo Nacional de Educación. Llevado por la intervención nacional que desalojó al gobierno demócrata progresista, ingresó a la administración de justicia con el cargo de Defensor de General. Inició así una larga carrera en la justicia que culminó como juez de la Cámara de Apelaciones en lo Penal, retirándose en el año 1985. En los años en estudio se dedicó de manera especial a estudios sobre minoridad. 

· Luis Alberto Echagüe: nacido en Rosario,  cursó sus estudios en la ciudad de Córdoba. Comenzó trabajando con su padre, Pedro Antonio Echagüe, también abogado. Inició su vinculación con la justicia en el año 1921, cuando se le nombró Defensor General en la provincia de  Catamarca. Fue ascendido a juez en lo Civil y comercial, pasando después a ocupar una vocalía en la Corte de Justicia. El 14 de marzo de 1931, fue designado Juez de Primera Instancia en lo Civil y Comercial de la 5ª. Nominaciòn de Rosario; poco después –en 1933- era nombrado vocal de la Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Rosario. 
  

· Raúl V. Ferreyra, nació en Rosario. Se recibió en 1932  en Buenos Aires; ejerció su profesión en el foro de Buenos Aires, hasta ser designado por la intervención nacional en 1935, Juez de Paz Letrado de la Sexta Sección.

· Eduardo B. Scatena, ingresó a la administración de Justicia de Rosario en el año 1928, como Oficial Primero en el Juzgado de Instrucción de la Segunda Nominación. En 1929, en virtud de haber obtenido el título de Escribano, fue nombrado Secretario de Instrucción en el Juzgado de Instrucción Nro. 2 de Rosario y luego del Juzgado Civil y Comercial de la 3ra. Nominación. Se había dedicado desde muy joven al cultivo de las “bellas letras” (colaborando en el “Mundo Argentino”, y las revistas de Rosario “El Círculo”, “La Capital”), y  en cuestiones jurídicas.

· Carlos J. Díaz Guerra, según la revista del Colegio de Abogados, “ocupa el sitial de sus antepasados”, pues era  hijo y nieto de jueces que habían sido camaristas durante largos períodos. Se recibió de abogado en 1910, y al  año siguiente de doctor en jurisprudencia. Actuó en la docencia en geografía en el Colegio nacional. En su larga  carrera judicial fue Secretario de la 3ª. Sala de la Cámara de Apelaciones (1911), Juez de Paz Letrado en 1912, Agente  Fiscal desde 1912 hasta 1916, Juez de Instrucción en 1924,  Juez del Crimen hasta 1930,   año en que ascendió   a vocal de la Excma. Cámara de Apelaciones.  Fuera del poder judicial, fue profesor de geografía en el Colegio Nacional y presidente de la sociedad cultural  “El Círculo” durante  cinco períodos. 

· Juvenal Machado Doncel: era nacido en Rosario el 10 de noviembre de 1892,  m. el 21 de mayo de 1951. Realizó sus estudios superiores en la universidad de Buenos Aires, graduándose en 1915 y de doctor en jurisprudencia en el mismo año. Sus cargos en la justicia fueron: el 3 de setiembre de 1918 fue nombrado Juez de Paz Letrado en nuestra ciudad, cargo que desempeñó hasta marzo de 1919, fecha en que fue ascendido a Defensor de Pobres e Incapaces. Es nombrado por la Intervención Nacional en el año 1930, vocal de la Cámara de Apelaciones de Rosario. Desempeñó la cátedra de régimen constitucional en la Facultad de Ciencias Económicas,  Comerciales y Políticas de Rosario, cargo en el que fue designado por concurso en junio de 1937, luego de ser adscripto durante los tres años anteriores. Miembro del Consejo Consultivo del Instituto de Investigaciones Jurídicas políticas de la Universidad del Litoral; se alejó de la cátedra universitaria en 1943. Fue director del Colegio de Abogados de Rosario, asesor letrado de la Municipalidad de Rosario, presidente del “El Círculo” en el período 1926/1927, y la Comisión del Museo Municipal de Bellas Artes, durante los años 1928-1929. Colaboró en la  diarios y revistas de Rosario y Buenos Aires. Asistió a diversos congresos jurídicos internacionales. Publicó diversas obras sobre temas constitucionales: Libertad de prensa, Los derechos y garantías de la Constitución argentina, El poder   de policía, Problemas institucionales de Santa Fe, Las radiocomunicaciones y su reglamentación, La reforma del 60, Reformas constitucionales y  estados totalitarios. 


c) El funcionamiento de los tribunales








El pilar fundamental de la justicia de primera instancia, era un juez letrado, al que acompañaba un Secretario –a cargo del proveído- quien debía disponer de un auxiliar; completaban el personal un Oficial Primero, y dos escribientes, que debían escribir las actas, copiar las sentencias y resoluciones y las demás tareas, a más de secundar al Oficial Primero en los momentos de mayor labor. De los empleados judiciales no hemos recogido apreciaciones en ningún sentido; solo la puntualidad era motivo de crítica, insistiéndose en la necesidad de su cumplimento estricto. 


Fuera por escasez de personal, o por la escasa eficiencia del que se desempeñaba, había un número impreciso de practicantes, cuya existencia no estaba reglamentada, lo que impide conocer su número o las condiciones que eran requeridas consuetudinariamente para su ingreso. Solo sabemos  que entre otras anomalías se ponía de manifiesto “... la existencia de numerosos practicantes que como único modus vivendi reciben dádivas”, los que “... retienen ese puesto solo como un modus videndi, por la retribución en forma de dádivas por parte de los litigantes, antecedente que basta por sí solo para poner de manifiesto los riesgos a que están expuestos los intereses confiados a la fe de los Secretarios y a la responsabilidad del personal efectivo”. A los abogados colegiados les parecía que la cuestión era fácil de solucionar, proveyendo de un empleado más a cada juzgado, y colocando solo un practicante, prefiriendo como tal a un estudiante.


Sorprende la ausencia de comentarios sobre el funcionamiento de las Cámaras de Apelaciones y de la propia Cortes Suprema o Superior Tribunal. Ni en la prensa profesional, ni en los diarios se hace mención alguna a su labor, ni a la forma de desempeño. Podemos colegir que su trabajo se desenvolvía sin mayores tropiezos. 


3.- Poder Judicial y politicidad

a) Importancia de la justicia



La necesidad de un poder judicial orgánicamente estructurado no era motivo de discusión en la década del treinta; tampoco que debía ser independiente de los vaivenes políticos. La cuestión era como hacerlo operativo y eficiente.  


No cabe duda que hubo en esos años una preocupación por los temas de la justicia. Si observamos las normas que se dictaron al respecto, es  posible advertir que los gobiernos constitucionales que tuvo la provincia, se preocuparon por la modernización de códigos y la reforma de las leyes orgánicas del poder judicial que reglamentaban su funcionamiento. Así el gobierno demócrata progresista de Luciano Molina dictó las leyes ley 2297, del 3 de enero de 1933; la ley 2298, reforma del Código de Procedimientos en lo Criminal; y la  ley 2299,  de reforma del Código de Procedimientos en materia Civil y Mercantil


La preocupación tampoco estuvo ausente en los gobiernos anti-personalistas ley 2567 de 1937, que derogó la ley nro. 2297. Una comisión bicameral, preparó un nuevo Código de Procedimientos Civiles, que cristalizó en la ley 2924, del 28 de junio de 1940; o sea, que en poco más de una década hubo dos reformas importantes al código de procedimientos civiles. 


También en la justicia penal hubo cambios. Si bien el Código de Procedimientos Penales no fue objeto de reformas amplias (solo hubo modificaciones en el régimen de excarcelaciones de las personas detenidas), se crearon los Juzgados Correccionales para entender en los delitos cuya pena no excediera los dos años, y de los delitos y faltas de imprenta (ley 2803 de 1939). El gobierno de la democracia progresista puso en marcha el Patronato de Liberados y dispuso un registro de excarcelaciones, medida la primera tendiente a facilitar la re-inserción de los penados en la vida social. 


Más importante fueron las innovaciones relacionadas con los problemas de la minoridad. En el mismo año 1939, se crearon los Juzgados de Menores (ley 2804), con el fin de “comprobar el abandono material o peligro moral en que se encuentre el menor a fin de proceder a su protección y juzgamiento” (art. 16). Simultáneamente fue creado el Ministerio Público de Menores (leyes 2276 y 2407),  que apuntaban a crear un órgano específico en el ámbito de la justicia que tutelara los intereses de los  menores. 


Si la labor legislativa era suficiente y los medios suministrados cubrían las necesidades, lo podemos evaluar en base a tres parámetros fundamentales: si hubo quejas y cuáles fueron, las respuesta dadas a dicho reclamos – y su rapidez-, la atención de los gastos corrientes y la inversión realizada. 


Quejas solo se hicieron oír en forma reiterada con respecto a los Juzgados de Paz Letrado, señalando serias deficiencias –estructurales y funcionales-. 


A medida que avanzaba la década, otro tema fue reiterándose:  la necesidad que se ampliara el edificio existente, o se construyera otro enteramente nuevo; si bien en algunos casos fueron los magistrados los que se expresaban en tal sentido, más frecuentes fueron las voces de los abogados a través de su colegio profesional. 
Fue precisamente el Colegio de Abogados, quien en 1937, inició gestiones para la construcción de un nuevo edificio de Tribunales. Tres años después vuelve a insistir en la realización de tal obra, al tiempo que reclama por la serias deficiencias de la cárcel de encausados, que apuntan a su total falta de capacidad y la ausencia de elementales condiciones de higiene, debiéndose sumar a todo ello, la falta de seguridad, circunstancias todas que conspiran contra el   funcionamiento de la justicia penal


Frente a esos requerimientos, las autoridades políticas  respondieron con lentitud. La justicia de paz letrada no sufrió grandes cambios, y continuó siendo objeto de críticas en todos esos años. Y recién en 1942, se formó una comisión que con el tiempo cristalizaría en un proyecto para dotar de nuevo  edificio a los Tribunales Provinciales en  Rosario, que se inauguraría en 1962. .


De todas maneras, si comparamos las realizaciones con los reclamos, podemos advertir que los gobiernos tuvieron puntual cuidado de las reformas del procedimiento civil, y que los reclamos del Colegio de Abogados y las quejas en la prensa periódica, apuntaban en la mayoría de los casos a mejoras en la administración de justicia referido fundamentalmente a lo contencioso civil y comercial. Al menos en un planteo liminar, podríamos señalar que los gobiernos  –incluso de distinto signo partidario- privilegiaron realizaciones relacionadas con la justicia penal –Juzgados Correccionales, Juzgados de Menores, Patronatos de Liberados-, que eran relativamente ajenos a las inquietudes fundamentales del foro rosarino.
  


Si no hubo voluntad política de priorizar a la administración de justicia en las inversiones importantes, los gastos corrientes fueron atendidos puntualmente; en ningún momento se registraron quejas al respecto. Tampoco se cuestionó el nivel de ingresos de los distintos sectores del poder judicial. 


b) La designación de los jueces


Un punto fundamental en un sistema republicano, ha sido siempre la elección de jueces. 


En el período en análisis, el método de selección se reduce a la voluntad del poder ejecutivo contemporáneo. No hay sin embargo, cuestionamientos; era una práctica aceptada por todos los actores sociales. Los ejecutivos realizaban las propuestas  al legislativo de acuerdo a su criterio, solo se criticaba–y siempre de manera genérica- cuando los designados aparecieran sin antecedentes relevantes, circunstancia que hacía presumir pagos de favores políticos o simples vinculaciones personales. En general los ejecutivos no hicieron de su potestad una expresión de arbitrariedad, proponiendo nombres que gozaran de cierto prestigio en el foro local, o al menos no fueran irritativos.


El sistema de designación tenía relación estrecha con la estructura normativa constitucional, que no preveía la inamovilidad de los cargos judiciales. Ello motivaba que transcurrido el lapso establecido en las normas constitucionales, los magistrados podían cesar  “por expiración del término constitucional”, o podían ser nombrados por un nuevo período. Todos los gobiernos hicieron uso de tal facultad, especialmente al momento de las intervenciones nacionales, en 1932 y 1935. 
 A pesar de ello, siempre hubo un número significativo que fueron sucesivamente confirmados o ascendidos a cargos de superior jerarquía; se conformaba así un cursum honorum que desarrollaron muchas personas que desempeñaron sus cargos durante largos años, en una situación que casi podría asemejarse a la inamovilidad, mientras durara su buena conducta, modalidad que recién consagraría la constitución provincial de 1962.  


c) Independencia del Poder Judicial


El Poder Judicial ha sido siempre susceptible a los embates de los otros poderes del estado, a punto de considerarse su debilidad como congénita. 


Poco antes del año que marcamos como inicio de nuestro estudio, -en 1929- inicia su publicación la Revista del Colegio de Abogados de la ciudad de Rosario. Desde el primer número, varios problemas directamente relacionados con el ejercicio profesional, preocupan a la institución. No hay mención expresa de este tema, sino indirectamente, cuando acusa

 ... la influencia de los abogados políticos oficialistas especialmente, es perturbadora, en un medio propicio a la inseguridad y a la intimidación, ya sea ésta expresa o tácita. 


A pesar de la gravedad de las afirmaciones, no hemos encontrado que las mismas hayan tenido algún eco perceptible –y menos todavía respuesta- desde la estructura del poder judicial. 


Es probable, que la dureza de tales expresiones fuera mitigada por las siguientes, en las cuales,  se reconoce ,  “... la honradez de conductas y opiniones (aunque sean erróneas)” de los magistrados. La generalidad de todas las manifestaciones –tanto laudatorias como condenatorias-, dejaba el problema subsistente, pero evitaba que la cuestión se transformara en un enfrentamiento.


El Colegio de Abogados por su parte, defendió en todo momento la independencia del Poder Judicial, con motivo de la intervención del poder judicial que había sido dispuesta por decreto del Poder Ejecutivo Nacional del 19 de abril de 1929; incluso encontró en eco en su similar de Buenos Aires. Al pronunciarse a ese respecto, el 14 de agosto de 1930, a la par que recordaba la morosidad judicial, que había observado con anterioridad, atribuía ella a “... la falta de lógica reacción de opinión de los abogados, frente al decreto de intervención nacional en el Poder Judicial, ...”, manifestando que los problemas anteriores “... se ven agravando por las numerosas vacantes que se han producido en el poder judicial”. 


A pesar de las prevenciones que pudiere haber contra la intervención nacional,  quizá por los desaciertos de los años anteriores, cuando aquella cesó, el Colegio de Abogados, tuvo juicios laudatorios sobre su actuación:

... plácenos a todos reconocer en la obra del Dr. Diego Saavedra, visión y criterio de estadista, prescindencia de todo partidismo político o social, y raro acierto en la elección de los hombres, todo lo cual se ha traducido en un notable mejoramiento de la administración de justicia.


En los años de gobierno de la democracia progresista, las críticas a la interferencia oficialista, a las designaciones judiciales arbitrarias o simplemente inadecuadas o imprudentes, no encontraron cabida en las páginas de la Revista  del Colegio de Abogados; tampoco son comunes en las páginas de LA CAPITAL, el diario importante de la ciudad; ambas circunstancias hacen suponer que hubo un manejo prudente de las designaciones.  


Por el contrario, al producirse la intervención de 1935, el Colegio de Abogados otra vez  expresa su opinión adversa por considerarla lesiva a las instituciones provinciales; en  el ámbito estrictamente judicial, critica que se hayan dejado sin efecto algunos nombramientos del personal. Reclama –para éste y otros problemas- el retorno a la plena autonomía provincial, y el normal desenvolvimiento de las instituciones.
 La circunstancia que se buscara una estabilidad no solo para los jueces sino para el personal en general, indica una temprana inquietud por una carrera judicial que abarcara todos los estamentos, y una inusual preocupación por consolidar una estructura administrativa que superara los vaivenes coyunturales.  


La intervención nacional provocó el incidente más grave en el período en estudio. Un juez –Francisco Pociello Argerich- había dictado sentencia en una causa sometida a su jurisdicción, que no fue del agrado del Secretario de Gobierno de la intervención, quien como forma de manifestar tal desagrado  formuló al juez un llamado de atención. El Fiscal de Estado, por su parte, tuvo en la misma oportunidad, una sucesión de expresiones poco afortunadas que culminaron con la manifestación que la resolución judicial no podía acatarse, aun cuando quedara firme. El entredicho finalmente culminó con la renuncia del juez cuestionado.
 Ningún otro estamento del Poder Judicial se creyó en la necesidad de intervenir. 


Tal circunstancia no pasó desapercibida al Colegio de Abogados, que criticó la pasividad del Poder Judicial, frente a los avances del ejecutivo, que ejercía la intervención nacional:

Este Colegio atribuye a esa misma relación de dependencia, que el señor Ministro referido se ha encargado de traducir en palabras, la actitud pasiva del Poder Judicial frente a tal proceder. Pero corresponde señalar, también que ese silencio y tolerancia es un significativo síntoma de la anormal situación imperante en la Provincia.


d) Inamovilidad de los jueces


La inamovilidad de los jueces en la provincia de Santa Fe sufrió vaivenes reiterados. Ambas constituciones vigentes en el período en estudio, establecían plazos para las designaciones judiciales, los que diferían según fuera ministros de los tribunales superiores (diez años), vocales de cámara (seis años), y jueces de primera instancia (cuatro años)


Más allá de normas constitucionales, cuando hubo intervenciones nacionales, fueron siempre amplias, abarcando los tres poderes. De todas maneras, tal potestad quedaba siempre como una alternativa posible; usualmente se declaraba “en comisión” al poder judicial de toda la provincia. Pasaban así meses y aún años en los cuales jueces, funcionarios y empleados continuaban desempeñando sus labores habituales, siempre con la posibilidad de ser exonerados o  cesanteados, alternativa que rara vez se producía; en todo caso, si había intención de buscar el alejamiento  de un magistrado, se esperaba el momento que debía finalizar su función por expiración del término constitucional. 


El Colegio de Abogados, se pronunció en general defendiendo la inamovilidad de los magistrados. Recurría sin embargo, en los casos de hallarse en discusión la confirmación de los magistrados judiciales, a encuestas entre sus colegiados para que se pronunciaran respecto al concepto que le merecían aquellos, por entender que era un medio “eficaz y democrático”.  


Con todo la situación provocaba previsibles críticas, porque era una forma de mantener  siempre una amenaza sobre las personas, lo que constituía una coacción permanente. La prensa  cotidiana frecuentemente se hacía eco de rumores y transcendidos sobre exoneraciones que podrían ocurrir. Si vinculamos la frecuencia de tales rumores, con la denunciada injerencia de algunos abogados oficialistas, no es aventurado suponer que algunos curiales pudieran realizar  “operaciones de prensa” para presionar a un magistrado de manera sutil, a la espera que su influencia real o supuesta, pudiera inclinar la voluntad del magistrado a su favor.  


Un juez civil y comercial en 1935, lo expresó al renunciar precisamente por esa causa: “un magistrado en comisión se halla imposibilitado para administrar justicia con la necesaria libertad”. Y la prensa profundizó el concepto: dejaba de ser “magistrado”, para transformarse en un “juez empleado”.


Los miembros del Poder Judicial en su conjunto, o algunos de ellos, o los miembros de los Superiores Tribunales, nunca hicieron público ningún pronunciamiento respecto a la inamovilidad de los jueces; obviamente que no podemos precisar contactos personales que pueda haber habido con los otros poderes del estado. De todas maneras, quienes libraron batalla en forma permanente fueron los Colegios profesionales –abogados y procuradores-.


e) Función política de los jueces

Con ambas constituciones que estuvieron vigentes en estos años, la representación del Poder Judicial estaba en cabeza del tribunal de más alto rango, fuera Superior Tribunal o Corte Suprema de Justicia. 


Las acordadas del Superior Tribunal de Justicia y luego de la Corte Suprema de Justicia, son escasas y tratan temas puntuales de superintendencia: en ningún caso podemos advertir siquiera un esbozo de planificación general de la estructura judicial, o lineamientos para una política judicial. Menos todavía, se encuentra algún planteo general respecto a la política judicial de los otros poderes.  


La simple lectura de los temas indica que las cuestiones abordadas no pasaban de ser temas generales de superintendencia. El tribunal superior –cualquiera fuera su designación y el momento político- no era sino una instancia judicial más, y un ente administrativo de rango superior. Serían los miembros de tribunales inferiores lo que hicieran oír sus voces respecto a temas más profundos del Poder Judicial, si bien siempre de manera limitada. 


En 1935, el Presidente de la Cámara de apelaciones de Rosario, expresaba, al elevar el informe previsto en el art. 21 de la L.O.T., manifiesta que las actividades de la Administración de Justicia  en esta circunscripción judicial “se han desenvuelto en forma eficaz como se puede comprobar con las estadísticas adjuntas, en las que el número de sentencias y resoluciones, justifican una vez la reconocida laboriosidad de los Tribunales de Rosario”; indica luego dos problemas fundamentales: “las pésimas condiciones en que se encuentra el Palacio de Justicia, sin la capacidad conveniente ni las comodidades necesarias para llenar su propio destino”, y en segundo lugar “el estado lamentable  en que funciona la Cárcel de Rosario ... falta en ella un verdadero régimen carcelario, viviendo los penados en completo ocio ...”, remarcando además la falta de un pabellón hospitalario carcelario, donde puedan ser internados los enfermos y los dementes. 
 La circunstancia que fuera la única vez en todos los años que el mencionado informe tomara estado público –y a través de la publicación del Colegio de Abogados- nos da la pauta de una inusual presencia de un magistrado  respecto a problemas del Poder Judicial.


Solo en 1940 se observará una manifestación pública de un magistrado, miembro de la Cámara Civil y Comercial, Juvenal Machado Doncel. Ella contendrá una fuerte crítica a la Constitución imperante –que no preveía la inamovilidad de los magistrados-  y una férrea defensa de la división en circunscripciones judiciales, medida esta última que pretendía ser revisada
Vale la pena recordar algunos de sus conceptos:

... se presenta un interrogante sobre si satisface o no la organización dada al Poder Judicial por la constitución de 1900, cuya reforma se propicia mediante la ley 2861. Sin vacilaciones la contestación  negativa aparece en cuanto se advierte  que perdura en la provincia el sistema de los funcionarios amovibles, del  aislamiento funcional en algunos casos y de la dependencia administrativa para otros. 


Vale decir que merece condenarse el régimen en vigor porque deja en manos de otros poderes la facultad potencial de restringir la libertad de los miembros del Poder Judicial con las amenazas de la destitución o no reelección y  en cuanto no asigna a dicho poder una autonomía administrativa que fortalezca su posición. Es decir que la provincia de Santa Fe lejos de observar los lineamientos de organización judicial que la Constitucional Nacional proporciona se halla en pugna con ellos. Complementariamente puede argüirse que ya es hora de introducir reformas contempladas en estatutos modernos e ignorados por completo en nuestro país.

En cambio, al contemplar la forma como cumplen su misión los tribunales de Santa Fe y el equilibrio logrado por la división de circunscripciones que ha hecho desaparecer las preeminencias y las instancias superfluas, resulta elogiable y digna de mantenerse la obra que cumplieron los constituyentes de 1899. 


Si bien el Poder Ejecutivo expresamente había manifestado que “no estimaba conveniente la reforma de la organización actual del Poder Judicial de la Provincia”,  proponía luego que el Superior Tribunal se constituya en un organismo independiente de cinco miembros y un procurador general (subsistiendo  para la circunscripción el actual cuerpo que lleva ese nombre como Cámara de Apelaciones ) cuyas atribuciones resultarían semejantes a las que tuvieron las extintas Supremas Cortes de la Provincia, entre ellas la de uniformar la jurisprudencia. 


Es interesante el argumento que da el magistrado rosarino, de segunda instancia



... el sistema vigente satisface en general. Los
 litigios terminan en cada circunscripción ante su respectivo tribunal de alzada: el Superior Tribunal en la primera y la Cámara de Apelaciones en la Segunda  sin que por ningún concepto sea posible una tercera instancia. Ambos tribunales se desempeñan  eficientemente, incurriendo en un mínimo de errores ... Y escudriñando en el sentimiento popular aleja suspicacias que desdichadamente bullen en latencia en los hombres de una parte de la provincia, para con los otros. Quiere todo ello decir que nadie aspira a una protección mejor a base de alteraciones en el sistema judicial, bien que habrá de levantar más de una resistencia la creación de un organismo radicado en el norte capaz de imponer jurisprudencia obligatoria en toda la provincia. He aquí uno de los términos de la cuestión sobre la cual nada se ha dicho hasta ahora definiendo posiciones que jamás podrá ser recibido por el sur de la provincia sin grandes resistencias. 


En suma, no habría que  quebrar “el equilibrio logrado entre ambas regiones de la provincia ...”.


Recién después de esta manifestación de fe localista, cuestionaba la conveniencia de uniformar la jurisprudencia, otorgándole carácter de tribunal de casación al Superior Tribunal que se crearía; consideraba que una ley  que sancionara la obligatoriedad de la jurisprudencia, sería “una ocurrencia atentatoria contra la libertad de los jueces”.  


Más inusual todavía era que los jueces de primera instancia se manifestaran de manera pública respecto de los problemas de la justicia.  Un juez de paz letrado hizo un agudo análisis de los problemas propios de tales juzgados, precisamente el sector del poder judicial que en esos años era objeto de las críticas más  frecuentes. Si bien no señalaba culpables, su fuerte crítica a la situación de dichos tribunales, implicaba poner de manifiesto omisiones de los tribunales superiores que no tomaban decisiones al respecto; subsidiriamente de los otros poderes del estado.


4.- El acceso a la justicia


La facilidad con que un ciudadano pueda ser escuchado en los estrados judiciales y ver  atendidos sus reclamos, es una pauta fundamental para observar el funcionamiento no solo del propio sistema judicial, sino del sistema político en su conjunto. 


Muchos pueden ser los factores de limitación. Sin duda en un estado de derecho la que resulta más usual –y por lo tanto la más grave- es la que proviene de la capacidad económica. Usualmente el estado ha atendido tal limitación a través de servicios gratuitos –las defensorías generales- y los juzgados de menor cuantía, usualmente llamados Juzgados de Paz (sea letrados o legos).


Los Juzgados de Paz Letrados con asiento en Rosario, eran precisamente en esos años, los que concitaban las mayores críticas; los problemas generales que se advertían en distintos ámbitos judiciales tenían expresiones puntuales en ellos. El estado no atendía suficientemente a dichos tribunales, ni en personal ni equipamiento: en todo caso, se toleraban practicantes que no tenían un sueldo fijo, sino que simplemente recibían dádivas de los litigantes. 


Algunos críticas del Colegio de Abogados, sugieren que los mismos curiales –o al menos los dirigentes profesionales- tenían a menos litigar en tales tribunales; en una ocasión señalaba como causa de muchas corruptelas en los mismos



...  la afluencia de gran cantidad de público extraño a  los  juicios a  las mesas de entradas de los Juzgados de Paz Letrados, y que hacen, en momentos dados, materialmente imposible que litigantes por derecho propio y profesionales puedan imponerse de sus respectivas expedientes


En la misma oportunidad, luego de ponderarse la labor de la justicia ordinaria, se hacían algunas críticas sobre el funcionamiento en general de todo el poder judicial, pero indicándose que era en la Justicia de Paz, donde tales falencias era más perceptibles. Ellas se podían resumir em dificultades o dilaciones injustificadas, ausencia o extravío de los expedientes, desorden en el despacho, descomedida atención de litigantes y profesionales, la división del trabajo inexistente  o deficiente.


Si bien no tenían dependencia funcional con el Poder Judicial –pues dependían del Poder Ejecutivo-, no puede dejar de hacerse una mención de los jueces de paz legos que cumplían funciones en los pueblo del interior; en definitiva, para muchos ciudadanos eran un primer nivel de la justicia –así, a secas- y en muchos casos, el único al que accedían.   El cuestionamiento a ellos, era mucho mayor. Si  eran habituales las críticas a designaciones que se hacían por vinculaciones políticas, es respecto a estos funcionarios cuando adquieren notable vigor; como se dijo en una ocasión “... no se tomaba en cuenta otro antecedente que su filiación banderiza ni se consultaba otro interés que el de los caudillos electorales”. 
 Los valimientos partidarios, sin embargo, no llegaban al extremo que fueran considerados por el erario provincial, pues en varias ocasiones hubo críticas por la falta de regularidad en los pagos, que llegaba a configurar atrasos de varios meses.  


Por el contrario, en todos esos años, nunca se oyeron quejas sobre el funcionamiento de  las defensorías de pobres e incapaces.  


5.-  Poder judicial e imaginario colectivo


Sobre el final corresponde  preguntarnos qué imagen de justicia se formaba la ciudadanía, a partir del funcionamiento del Poder Judicial durante estos años. 


En 1932, alguien volcó en las páginas de la prensa, sin estridencias, su visión de los tribunales. Con desazón relataba se refería a  los informes anuales que se realizaban sobre la labor realizada y los problemas que persistían:



 ... esas deficiencias .. más que en los hombres están en los sistemas realmente rutinarios, que imperan  en los tribunales. Todo está invariablemente uniforme   a lo que estaba hace 20 años ó más. Un movimiento automático, más de rutina que de iniciativa se ha hecho y se hace sentir en nuestra casa de justicia, con el eterno descontento de los profesionales y con las fundadas protestas de los litigantes. 


... Las iniciativas no hallan eco. Los jueces a fin de año, se limitan a pasar numéricamente distintas estadísticas con la matematicidad muda de los números y sin el debido comentario ulterior que implique el nervio de esos números y el alma de ese trabajo. ... Todo queda, así, detrás de la administración de justicia, y ... no llega ... ni al pueblo, ni al poder administrador. 


La particularidad de esta percepción  –que no es la que usualmente expresaban los magistrados y los colegios profesionales, aún cuando estos señalaban con frecuencia problemas puntuales- es que  revela una mirada indiscreta,   profesional pero no institucional, sobre el foro.  Sus comentarios expresan una idea distinta –aunque quizá generalizada- sobre la administración de justicia.


De todas maneras, no era ese el pensamiento del foro,  tanto de magistrados como de curiales. Ni tampoco, al menos expresada públicamente, la de quienes conformaban los otros poderes del estado.  


Si bien –como hemos visto- hubo reiterados cuestionamientos a las formas de designación, una vez que ella ocurría, parecía que  los elegidos quedaban investidos de una suerte de “gracia de estado”, que blanqueaba los defectos, pues no se  encuentran críticas severas sobre la actuación de los jueces, a punto tal que no hemos encontrado siquiera promociones de juicio político contra algún magistrado de la Segunda Circunscripción. 


Los  hombres del foro –tanto magistrados como curiales- parecen haber compartido un elevado concepto sobre la administración de justicia. El presidente de la Cámara de Apelaciones  al acompañar estadísticas al Superior Tribunal de Justicia de la provincia, manifestaba que  “... justifican una vez más la reconocida laboriosidad de los Tribunales de Rosario”.  El mismo año que se presentaba ese informe, con motivo del fin de año los procuradores  expresaban que se habían reunido “... en homenaje a la justicia ordinaria, por sus merecimientos, por el crédito que goza y fama que mantiene”. 
 En ambos casos, la prensa recogía los comentarios, sin crítica alguna. En el año 1935, el Colegio de Abogados, consideraba la labor judicial “... intensa, constante y agotadora”. 


Por la misma época se insiste en las “visitas relámpagos” de los magistrados penales a los institutos penales, –que eran obligatorias por ley-, y que no dejaban de ser una simple recorrida para echar un vistazo y recibir algún reclamo o pedido”


Si a esas manifestaciones, le sumamos que en esos años no hubo –como las recordadas de fines del siglo XIX- manifestaciones populares por el mejoramiento de la administración de justicia, es posible pensar que el poder judicial en Rosario, se mostraba con una imagen decorosa y respetable.   El foro, se sentía conforme con la justicia que impartían los jueces, pero no con el funcionamiento de la administración de justicia. 


Sin embargo, para quienes quedaban fuera del foro, para quienes no frecuentaban el majestuoso –aunque venido a menos- palacio de justicia, la percepción debía ser de una administración  lenta y  pesada, que no alteraba su rutina frente a los problemas de la gente. 



Final abierto


En 1853, la constitución nacional recién sancionada, exigía como requisito a las provincias para gozar de la “garantía federal”, entre otros  la administración de justicia. 


En 1930, el poder judicial era una realidad. Y lo era con perfiles propios. Aún cuando los textos constitucionales no lo reconocieran y los hombres políticos titubearan y estuvieran en contra, se afianzaba con perfiles propios, con características distintivas que lo irían consolidando cada vez. A pesar de las convulsiones políticas, de los cambios de gobierno –tanto nacionales como provinciales- y a pesar de las normas que no lo avalaban expresamente, se irían abriendo camino conceptos de inamovilidad de los jueces y de independencia del poder judicial. Paralelamente preocuparía que no fuera solo el juez quien gozara de determinadas prerrogativas, sino que todo el personal judicial fuera respetado en su estabilidad. Ello abría paso a la posibilidad de un personal calificado, y si podía existir el riesgo de fomentar aspectos corporativos, también implicaba una estructura que protegía de los vaivenes y creaba  conciencia de permanencia y adherencia a valores permanentes, propios de la administración de la justicia, y no meramente unidos a personas. 


Ausente quedaba todo atisbo de vocación política institucional: los jueces solo hablaban por sus sentencias y resoluciones. Solo excepcionalmente harían oír –algunos de ellos- su voz respecto a problemas que atañían no solo a ellos sino a todos los ciudadanos. No había  clara conciencia de ser uno de los poderes del estado. 

* Miembro de Número de la Junta Provincial de Estudios Históricos   de Santa Fe – Profesor Titular de Historia del Derecho – Facultad de Derecho y Ciencias Sociales del Rosario – P.U.C.A. Av. Pellegrini 3314 – 2000- Rosario – Provincia de Santa Fe. 


� Salvo referencias aisladas en obras generales, la bibliografía sobre la justicia en la provincia de Santa Fe, se reduce a PEREZ MARTIN, José  Evolución   del poder judicial, en Historia de las Instituciones de la Provincia de Santa Fe, T. I, Santa Fe, 1967, pág.205 y ss.; y a la obra colectiva Orígenes de la Justicia en Rosario, COLEGIO DE MAGISTRADOS Y FUNCIONARIOS DEL PODER JUDICIAL DE LA PROVINCIA DE SANTA FE, Delegación Zona Sur. Rosario, 1999. Esta última obra, magníficamente ilustrada, reúne colaboraciones diversas, pero ninguna ha abordado el período en estudio.  


� PEREZ MARTIN, José  cit.,  pág. 235


� Si bien los textos de constituciones y leyes orgánicas se hallan disponibles, no hemos podido encontrar la documentación  propia del Poder Judicial sobre sus miembros, y serían una fuente inapreciable para conocer sus biografías y su desempeño en la función (legajos personales, trámites internos,  etc.). La labor que queda pendiente –el análisis de la labor de los tribunales aplicada a casos concretos- presenta menores dificultades pues se cuenta con la publicación de fallos significativos, a partir de 1922 (Jurisprudencia de los Tribunales de la Provincia de Santa Fe – Director Luis A. Premoli), y con un número importante de expedientes conservados en los Archivos Generales del Poder Judicial –tanto en Rosario como en Santa Fe-, en el Archivo Histórico Provincial del Museo Histórico Provincial de Rosario, y en el Archivo Histórico de la Provincia.   








� REVISTA DEL COLEGIO DE ABOGADOS DE ROSARIO  – T- VII – mayo-agosto 1937, pág. 95, Presidentes de la Excmas. Cámaras de Apelación de Rosario. La mayoría de los datos han sido extraídos de esta publicación.  


� LA CAPITAL, 3 de marzo de 1929, En los Tribunales – Los avenegras.


� REVISTA DEL COLEGIO DE ABOGADOS, 1935-1936. T. II, setiembre- diciembre 1936, págs. 274 y 276. 


� REVISTA DEL COLEGIO DE ABOGADOS DE ROSARIO, t. VIII, nro. 3, pág. 446, Edificio de los Tribunales. Una delegación del Colegio de Abogados se traslado a Santa Fe, para interesar en el tema a las autoridades provinciales. REVISTA DEL COLEGIO DE ABOGADOS, 1940, pág. 205.  Las gestiones prosiguieron y en 1945 fue puesta la piedra fundamental, e inaugurado parcialmente en 1962.  La cárcel sigue siendo la misma; no ha habido nuevas construcciones carcelarias desde fines del siglo XIX. 


� Quedaría por analizar  si tales preocupaciones gubernamentales fueron iniciativas propias, si obedecían a reclamos de otros actores sociales,  o venían del otro foro importante de la provincia –de la ciudad de Santa Fe- 


�  Tanto en la Revista del Colegio de Abogados de Rosario, como en las páginas de la prensa local, no se han detectado cuestionamientos a la forma de designación o a los nombres concretos que se propusieran. Menos todavía, métodos alternativos o requerimiento de consulta.  


� Analizando las designaciones en los distintos momentos, puede concluirse que hubo aproximadamente ingresos y ascensos por mitades  en ocasión de ambas intervenciones, siendo más frecuentes los ascensos y confirmaciones en momentos de gobiernos constitucionales.


� REVISTA DEL COLEGIO DE ABOGADOS  DE BUENOS AIRES, T. 8, pág. 552, año 1930. Intervención  federal en el Poder Judicial de la provincia de Santa Fe. Los antecedentes y diversas alternativas de la cuestión se hallan tratados en  AMUCHASTEGUI, Nicolás Un caso constitucional (Defensa de la autonomía judicial de Santa Fe), Talleres Gráficos Romano Hnos. Rosario, 1930. 155 págs.


� REVISTA DEL COLEGIO DE ABOGADOS DE ROSARIO, T. II, agosto 1930—julio 1931, pág. 143, Memoria anual.


� REVISTA DEL COLEGIO DE ABOGADOS DE ROSARIO, T. VI, año 1935-1936, pág. 72, El Colegio de Abogados y la administración de justicia.


� REVISTA DEL COLEGIO DE ABOGADOS DE ROSARIO, T. VIII, nro. 1, pág. 99, Renuncia de un magistrado.


� REVISTA DEL COLEGIO DE ABOGADOS DE ROSARIO, t. VII, mayo-agosto 1936  pág. 128. 


� REVISTA DEL COLEGIO DE ABOGADOS DE ROSARIO, T. IV, enero-diciembre 1933 pág. 140, Encuesta para el nombramiento de magistrados.  


� LA CAPITAL, 26 de octubre de 1935, Juramento de los magistrados. Todos los magistrados de la provincia habían jurado sus cargos “en comisión”. Al Juez renunciante, José Paul Valdez Tietjen, que se había desempeñado como Juez Civil,  el Colegio de Procuradores  lo invitó –sin éxito-  a rever su actitud. LA CAPITAL, 15 de   marzo de 1936, Situación del Poder Judicial.


� REVISTA DEL COLEGIO DE ABOGADOS DE ROSARIO, T. VII, nro. 2, setiembre -diciembre de 1935, pág. 270, Memoria presentada por el Sr. Presidente de la Cámara de Apelaciones. Respecto al edificio manifiesta “Construído en lejana época cuando Rosario tenía más o menos cincuenta mil habitantes, se pretende que preste sus mismos servicios en la actualidad a una ciudad de más de quinientos mil  almas. Visto  exteriormente aun se deja admirar por sus hermosas líneas arquitectónicas, pero contemplado su interior se experimenta una verdadera decepción; todo está deteriorado, percibiéndose un ambiente antihigiénico; hacinados los empleados en estrechas oficinas no  le es posible cumplir correctamente con sus obligaciones, ni ejercer el debido control, lo que posibilita la desaparición de expedientes”. Luego de puntualizar algunos problemas indica: “Las galerías del Palacio resultan estrechas para contener el numeroso público que concurre  ya sea a las audiencias o en procura de diversas gestiones judiciales, sufriendo con ello los litigantes continuas molestias.”. Por ultimo instaba a que se iniciara la reconstrucción o la construcción de uno nuevo con la debida  amplitud y comodidades que corresponden a la época. Concluía diciendo "Me hago eco pues de este deseo unánime, que es ya clamor público y apelo al celo de las autoridades gubernativas para que, en su debida oportunidad arbitren los medios que a tales efectos.. En relación al problema carcelario –tanto su estado como el mismo régimen carcelario- fue un tema recurrentemente criticado en la prensa, pese a la construcción de la Cárcel Modelo –situada en la localidad de Coronda- en 1935. 


� LA CAPITAL, 5 de abril de 1940,  Algunas consideraciones sobre la organización del poder judicial en la provincia.,


� LA CAPITAL, 21 de junio de 1936, pág. 5, col. 6, Necesidades de la justicia de Paz Letrada.. El artículo estaba redactado por el magistrado Angel San Miguel. 


� REVISTA DEL COLEGIO DE ABOGADOS DE ROSARIO, 1936, T. II, setiembre- diciembre 1936, pág.  274/276.C


�  LA CAPITAL, 27 de febrero de 1932, La justicia de paz de campaña. 


�  LA CAPITAL, 10 de febrero de 1932, Memoria anual de la justicia. 


� LA CAPITAL, 22 de diciembre de 1935, Colegio de Procuradores.


� REVISTA DEL COLEGIO DE ABOGADOS DE ROSARIO, T. VIII, , nro. 3, setiembre-diciembre 1937, pág. 445 Crónica del Colegio – Administración de Justicia.. Es significativo que  la expresión estuviera contenida en una nota remitida a los poderes públicos de la provincia,  criticando un proyecto de  ley de jubilaciones que aumentaba los límites de edad y los años de servicios a los funcionarios judiciales. 


� LA CAPITAL, 4 de febrero de 1932, Nuevos procedimientos. 
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